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REPÚBLICA DE PANAMÁ

ónceuo JUDtctAL
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA TERCERA DE LO CONTENCIOSO, ADMINISTRATIVO Y LABORAL

Panamá, once (1 1) de julio de dos mil veinticuatro (20241.

VISTOS:

La licenciada Susana G. Calderón L., actuando en representación de JAMES

OMAR CABRERA HERRERA, ha presentado demanda contenciosa-administrativa

de plena jurisdicción para que se declare nula, por ilegal, la Resolución No. 19 de

abril de 2021, expedida por la Fiscalía Superior de la Sección de lnvestigación y

Seguimiento de Causas de la Fiscalía Metropolitana, acto confirmatorio, y para que

se dicten otras declaraciones.

I. ACTO II'IPUGNADO

Mediante el acto acusado, cuya copia autenticada reposa de foja 15 a 40, el

Fiscal Superior de la Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la

Fiscalía Mekopolitana, resolvió aplicar sanción disciplinaria al funcionario JAMES

OMAR CABRERA HERRERA, como Fiscal de Circuito de la Unidad de Delitos

Comunes de la Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía

Metropolitana, con suspensión del cargo público que ocupa, por un lapso de dos (2)

días, específicamente durante los días 27 y 28 de mayo de 2O2'l y sin goce de

salario.

La decisión fue fundamentada en el artículo 60, numeral 4 de la Ley 1 de 6

de enero de 2009, tras haber incurrido en infracción del régimen disciplinario de

incumplimiento de sus deberes, como lo establece el artículo 56 numeral 1 y 10, de

Ia Ley 1 de 6 de enero de 2009, que instituye la Carrera del Ministerio Público y
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Deroga y subroga disposiciones del Código Judicial. Dicha resolución fue objeto de

un recurso de reconsideración, el cual fue rechazado por extemporáneo a través de

la Resolución del 26 de mayo de 2021, expedida por la Fiscalía Superior de la

Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía Metropolitana, tal

como se observa de foja 41 a 43 de exped¡ente contencioso

La pretensión de la parte demandante consiste en que esta Superioridad

formule las siguientes declaraciones:

"1. Que se declare nulo, por ¡legal la Resolución de fecha de 19 de abril de
2021, mediante la cual se aplica sanción d¡sc¡plinar¡a al funcionario James
Omar Cabrera Herrera, Fiscal de Circuito en la Unidad de delito Comunes
de la Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía
Metropolitana; y su acto confirmatorio contenido en la resoluc¡ón de fecha 26
de mayo de 2021.
2. Que, como consecuencia de lo anterior, ordene al Procurador General de
la Nacíón, que se le reconozca la afectación en su salarío, gastos de
representación dejados de percib¡r a ¡azón del proceso administrativo
índ¡lgado en contra del funcionario James Omar Cabrera Herrera, Fiscal de
Circuito en la Un¡dad en delito Comunes de la Sección de lnvestigación y
Seguimiento de Causas de la Fiscalía Metropolitana, por la suspensión del
cargo público por término de dos (2) días".

II. DISPOSICIONES VULNERADAS Y EL

CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Entre las disposiciones legales alegadas como infringidas, la parte actora

adujo que el acto impugnado ha vulnerado los artículos 6,t,64 (numerales 3 y 4)

y 71 de la Ley No. 1 de 6 de enero de 2009, de la Carrera del Ministerio Público

que deroga y subroga disposiciones del Código Judicial; el artículo ,148 que

corresponde al articulo 153 del Texto Único de la Ley No.9 de 20 de junio de

1994, que regula Ia CarreraAdministrativa, modificado por la Ley No.23 de 2017,

adoptado y ordenado por el Decreto Ejecutivo No. 696 de 28 de diciembre de 2018;

los articulos 91,95 y 99 de la Ley No. 38 de 31 de julio de 2000, disposiciones

que establecen lo siguiente:

Así tenemos que las disposiciones de la Ley No I de 6 de enero de 2009,

disponen lo relacionado al procedimiento disciplinario, el Consejo Disciplinario y de

la prescripción de la acción disciplinaria: que la investigación iniciará de oficio o a

solicitud de la parte afectad, y cuando las conductas conocidas o denunciadas

pueden dar lugar a la imposición de la sanción de suspensión o destitución, serán
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remitidas al Consejo Disciplinario, a fin que se garantice el debido proceso; que el

Consejo Disciplinario señalará un término no menor de tres días hábiles ni mayor

de diez días hábiles para la práctica de pruebas, y que vencida la etapa probatoria

el servidor presentará sus alegatos dentro de los tres días hábiles siguientes; y por

último sobre la prescripción de la acción para solicitar sancionar a un servidor del

Ministerio Público, siendo asÍ, las causales que dan lugar a amonestac¡ón,

prescriben a los tres meses, las que dan lugar a la suspensión del del cargo, a los

se¡s meses, las que dan lugar a la destitución, en un año.

- El demandante indica se ha vulnerado el artículo 61, porque la sanción

impuesta proviene de una autoridad que no es su nominadora, siendo fragmentado

el deb¡do proceso, al no cumplirse con los trámites legales y la igualdad de las

partes.

-Al respecto, señala la parte actora, se ha vulnerado el artículo 64, porque el

término fatal para agotarse la investigación deberá ser no mayor de dos meses

siendo que los términos estuvieron suspendidos por la pandemia desde el 1 al l3

de enero de 2021 , por lo que la investigación debió finalizar el día 22 de enero, sin

embargo, vencido este término, todavía se estaban practicando pruebas, y el

Consejo Disciplinario emitió el informe No. 5-21 hasta el 29 de enero de 202j.

También indica que no se admitió el caudal probatorio presentado, que consideraba

idóneo para la investigación, las cuales evidenciaban un yerro de desviación de

poder, cercenándole el derecho de defensa y vulnerando su derecho a prueba.

Y en cuanto el artÍculo 71, señala la parte actora ha sido violentado, en virtud

que debió apl¡car en debida forma la ley, respecto de poner en conocimiento al

Consejo Disciplinario de las supuestas faltas administrativas, máxime porque en el

escrito de descargo, se solicitó la prescripción de la presente causa administrativa,

como bien lo establece el procedimiento que debe ser a petición de parte.

EI artículo 153 del Texto Único de la Ley No. 9 de 20 de junio de 1994,

establece por otro lado, que el tiempo en que prescribe la persecución de las faltas

administrativas, est¡mando el demandante que ha sido vulnerado el principio de

t"_.y



progresiv¡dad de las sanciones administrativas.

En cuanto a los artículos 91, 95 y 99 de la Ley No. 38 de 31 de julio de 2000;

disposiciones que tratan de las notificaciones, las resoluciones que se notifican

personalmente, de las hechas en forma distinta de las expresadas en esta Ley son

nulas; y respecto de que el funcionario comisionado una vez realizada la notificación

devolverá la actuación al despacho administrativo de origen, por correo certificado,

la que se incorporará al expediente.

En relación a las anteriores disposiciones, estima el apoderado judicial del

demandante que han sido vulneradas por comisión, en virtud que el supuesto

funcionario idóneo que aplicó la ley, actuó de forma incorrecta, ya que las

notificaciones al afectar derechos subjetivos que son de carácter personalísimo; ello

pues a su representado no le comunicaron que se levantaría un informe para la

notificación y que debía notificarse de inmediato.

III. INFORME EXPICATIVO DE CONDUCTA

Conforme al trámite procesal, se corrió traslado de la demanda incoada a la

entidad demandada, Fiscalía superior de la sección Tercera Metropolitana, Delitos

Contra el Patrimonio Económico, Estafa y Otros Fraudes, del Ministerio público, a

fin que rindiera un informe explicativo de conducta, de acuerdo a lo contemplado

con el artículo 33 de la Ley de la Ley de 1946.

En este sentido, tal como se observa de fojas 46 a 48, se desprende el

informe de conducta remitido por el Fiscal superior de Tercera Metropolitana,

Delitos Contra el Patrimonio Económico, Estafa y Otros, en el que se explica la

actuación de la entidad demandada frente a la pretens¡ón del accionante y en el que

se expresa medularmente lo siguiente:

"Sobre el hecho que se destaca de ilegal, debo indicar que tiene su
génesis con el ¡nforme fechado 29 de octubre de 2000, suscr¡to por la Fiscal
Superior Dayra Botello, en el cual comunica al Consejo Disciplinario de la
Procuraduria General de la Nación, se supuestas faltas adm¡nistrativas
ejecutadas por el fiscal JAMES OMAR CABRERA HERRERA, retat¡vas a
trámites retrasados, vencimientos de términos, y acumulación de adiciones.

Las faltas mencionadas ocas¡onaron el inicio de un proceso
disciplinario en contra del servidor del Min¡sterio Público en mención, que
derivaron en si declaratoria de responsabilidad y consecuente apl¡cación de
la sanción discipl¡nar¡a correspond¡ente, específicamente la suspensión del
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Por otro lado, el Procurador de la Administración a través de la Vista No. l BSs

de 28 de diciembre de 2021,le solicita a los Magistrados que integran la Sala

Tercera que no es ilegal la Resolución de 19 de abril de 2021, emitida por el Fiscal

Superior de la Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía

Metropolitana, Ministerio Público, su acto confirmatorio y, en consecuencia, se

denieguen las restantes pretensiones del demandante.

Lo anterior es asÍ toda vez que, según señala, de las normas y de las

constancias visibles en autos que han sido analizadas, el acto administrativo se ha

dictado conforme a derecho, careciendo de sustento los argumentos ensayados por

el apoderado judicial de JAMES OMAR CABRERA HERRERA.

cargo público por dos (2) días sin el goce de su salario, conforme a lo
establecido en el numeral 4 del artículo 60 de la Ley 1 del 6 de enero de
2009, por haber incurr¡do infracc¡ón al rég¡men disciplinario de
incumplimiento de sus deberes, como lo refieren los numerales I y 10 del
artículo 56 de la antes citada Ley. lndicándole en la resoluc¡ón atacada que
contra ella cabía el recurso de reconsideración.

Al f¡scal JAMES OMAR HERRERA, se le hizo entrega del proceso
disciplinario el día jueves 6 de mayo de 2021, a las 4:50 a.m., con el objeto
que se notificase de la resolución que dispuso la sanción disciplinaria en si
contra, según consta en lnforme Secretarial v¡s¡ble a fojas 1884 del proceso
d¡sc¡pl¡nario, suscrito por el As¡stente Operativo Edwin Ballesteros.

Según se observa al reverso de la página 1883, el señor JAMES
OMAR CABRERA HERRERA, se notificó el día 18 de mayo de 2021, de la
resolución menc¡onada, fecha en la cual h¡zo devolución del proceso al
Asistente Operativo Edwin Ballesteros, quien plasmó mediante lnforme
Secretar¡al tal circunstancia.

El día 25 de mayo de 2021 el fiscal JAMES OMAR CABRERA
HERRERA, anunció y presentó de forma escrita su recurso de
reconsideración contra la resolución del día 19 de aútl de 2021 de la Fiscalía
Metropol¡tana, escrito que fue recibido por "ins¡stenc¡a" en Secretaria de
dicho Despacho sustentado en el hecho de que la comunicación y entrega
física de dicha resolución fue el 6 de mayo de 2021, denotándose que habia
precluido la oportunidad de recurrir contra la misma.

Sobre ello, se destaca que la Ley 1 de enero de 2009, que instituye
la carrera del Min¡ster¡o Público y dicta otras disposiciones, establece en su
articulo 66, entre otras cosas que " el servidor afectado por la sancióñ de
amonestación escrita, suspens¡ón o destitución tendrá derecho a ¡nterponer
recurso de reconsideración contra la decis¡ón ante el func¡onario que ejerció
la potestad sancionadora dentro de los c¡nco días siguientes a su
notificación", término procesal que al momento de presentac¡ón del Recurso
de Reconsideración incoado por el fiscal JAMES OMAR CABRERA
HERRERA se encontraba prescrito hab¡da cuenta que la resolución a través
de la cual se decidió sancionarlo disciplinariamente se le comunicó y entregó
fisicamente el día 6 de mayo de 2021, de acuerdo a lo consignado en el
informe secretar¡al de esa fecha, teniendo hasta el 13 de mayo de 202i , para
su ¡nterposición..

En este sentido, es necesario referirnos a hecho constatable que el
fiscal JAMES OMAR CABRERA HERRERA, no agotó ta vía gubernat¡va..."

IV. OHNIóN DEL PROGURADOR DE LA ADMINISTRACIÓN
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En este sentido, señala que mediante el informe No. 5-21 de 9 de febrero de

2021 , el Consejo Disciplinario de la Procuraduría General de la Nación, se

evidencias las faltas por incumpl¡miento del artículo 57, concordancia con el numeral

4 del artículo 69 de la Ley 1 de 6 de enero de 2009, entre la cuales, se menciona:

falta de trámite, término de investigación venc¡do para la presentación del escr¡to de

acusación, la falta de comunicación del cierre de la investigación de las carpetas a

su cargo y la existencia de documentos descritos como adiciones, sin brindarle el

trám¡te correspondiente, por Io que concluyó dicho Consejo que tales conductas

transgreden el ordenamiento legal y reglamento deben ser encausadas

disciplinariamente, a fin de asegurarse los fines del proceso penal, en las que las

actuaciones de los Fiscales y Personeros se materialicen oportuna y eficazmente.

Además, indica que el Régimen Disciplinario del Ministerio público ,se

encuentra regulado a través de la Ley 1 del 6 de enero del 2009, por el cual se

instituye Ia Carrera del Ministerio Público, se deroga y subroga disposiciones del

Código Judicial, y tiene como objetivo garantizar el mejoramiento continuo del

servidor público que prestan las instituciones que lo integran, en defensa de los

intereses del Estado y de la colectividad, fortaleciendo, garantizando la

administración del recurso humano, en condiciones de estabilidad, equidad,

desarrollo eficiente, remuneración adecuada y oportunidad de ascenso. .

Asimismo, manifiesta que dicha norma, entre sus principios generales se

destaca, el tema de la atención a la ciudadana que acude a las instancias

respect¡vas de la institución, en el artículo 3, numeral 5 cuando indica: ,,5. Respecto

del servidor público por la dignidad humana, los derechos y libertades mínimas de

los usuarios del servicio que se brinda en esta ¡nstituclón", por lo que es menester,

que los funcionarios de esta institución, deben entre otros derechos, proporcionar a

los usuarios respuestas en tiempo razonable.

Se advierte de igual forma el alegato de conclusión en la Vista No. 13g7 de

24 de agosto de 2022, en el cual reafirma los argumentos planteados con

anterioridad. (Ver fs. 92 a 96 del presente expediente).

tog
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IV. DECISIÓN DE LA SALA TERCERA

Evacuados los trámites procesales pertinentes, procede la Sala a realiza¡ la

legalidad o no del presente proceso.

Así entonces, tenemos que mediante la actuación demandada la Resolución

de 19 de abril de 2021, expedida por la Fiscalía Superior de la Sección de

lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalia Metropolitana, se le aplicó

una sanción disciplinaria al hoy demandante JAMES OMAR CABRERA

HERRERA, que consiste en la suspensión del carqo público. por un lapso de dos

(2) días, sin qoce de salario, de conformidad al artículo 60, numeral 4 de la Ley 4 de

la Ley 1 de 6 de enero de 2009, al incumplir el régimen disciplinario de

incumplimiento de sus deberes, de conformidad al artículo 56 numeral I y 10 de la

Ley 1 de 6 de enero de 2009, que instituye la Carrera del Ministerio Público y deroga

y subroga disposiciones del Código Judicial.

Antes de adentrarnos al estudio de las violaciones legales invocadas por la

actora, la Sala Tercera advierte que contrario a lo expuesto por la entidad

demandad, en su lnforme Explicativo de Conducta, sí se logra corroborar el

agotamiento de la via gubernativa por parte de qu¡en demanda.

En efecto, se advierte de los antecedentes del caso en cuestión, que el acto

demandado, la Resolución 19 de abril de 2021 , expedida por la Fiscalía Superior de

la Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía Metropolitana

fue notificado al demandante para la fecha de 18 de mayo de 202i, tal como se

observa según consta el sello de notificación a foja 1893 del Tomo Vl; de igual

forma, posteriormente se advierte que JAMES OMAR CABRERA HERRERA, a

havés de su apoderado judicial, anunció y sustentó el recurso de reconsideración

en contra de dicha resolución el 25 de mayo de 2021 , que según consta el sello de

dicho Despacho Judicial, a foja 1893 de los antecedentes, cumpliendo con el

término de cinco (5) días que dispone el artículo 66 de la Ley I de 6 de enero de

2009;por lo que contrario a lo pedido por la entidad demandad en su lnforme

Explicativo de Conducta, pasaremos a exam¡nar de fondo la presente demanda.
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Así pues, observa la Sala primeramente, que la disconformidad del

demandante radica bás¡camente en que, a su criterio, la actuación acusada y los

supuestos de derecho esgrimidos por el Fiscal Superior, y que sirvieron de

fundamento para la suspensión del cargo de su cargo, son violatorios del debido

proceso, principio de legalidad, toda vez que, la entidad demandad no cumplió con

debido procedimiento en la investigación; le fue limitado su derecho a la defensa al

negársele diversas pruebas que eran de vital importancia para la investigación; asi

como también sostiene que no se le aplicó la sanción de manera progresiva.

Ahora bien, observa la Sala que el proceso que nos ocupa, t¡ene su génesis

en el lnforme de 29 de octubre de2020, suscrito por la Fiscal Superior Dayra Botello,

en el cual se advierten los resultados de una revisión efectuada de manera oficiosa

a las carpetas en trámite de investigaciones asignadas al Despacho del Fiscal de

Circuito JAMES OMAR CABRERA HERRERA y en el que se detectaron

carpetillas con términos de investigación vencidos y sin trámites durante se,s meses,

sin notificación del ciene de la investigación y sin presentación de escitos de

acusación en diferentes causas.

Es así que, frente a la posible concurrencia de una causal de suspensión

temporal del cargo, se dispuso remitir al Consejo Disciplinario, para que se

continuara el procedimiento de investigación de faltas administrativas y se

establezca lo que en derecho corresponda. (Cfr. fs. 1, 2 y 253 a 256 de los

antecedentes, Tomo l).

En virtud de lo anterior, el Consejo Disciplinario de la Procuraduría de la

Adminishación General, en cumplim¡ento de lo establecido en el artícuto 61 de la

Ley 1 de 2009, mediante Providencia de g de noviembre de 2020, asume el

conocimiento de dicho proceso disciplinario iniciado de forma oficiosa al Fiscal

JAMES OMAR CABRERA HERRERA con la finalidad de determinar las presuntas

infracciones por las posibles faltas disciplinarias contempladas en los artículos 69 y

70 de la precitada Ley referentes a las causales de suspensión temporal y de

destitución. (Cfr. f. 258 de los antecedentes, Tomo I).

lo?
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Producto de la investigación descrita, el Consejo Disciplinario de la

Procuraduria General elaboró el lnforme Final No. 5-21 de 9 de febrero de 2021 , en

el que recomienda imponer al Fiscal JAMES OMAR CABRERA HERRERA, de la

Unidad de Del¡tos Comunes de Ia Sección de lnvestigación y Seguimiento de

Causas, una sanción disciplinaria de suspensión de cargo público del servidor, con

base en el incumplimiento de las faltas desarrolladas en los numerales I y 10 del

artículo 56, concordantes con el numeral 4 del artículo 69 de la Ley I de 6 de enero

de 2009.

Es así que, en consecuencia de lo anterior, la Fiscalía Superior de la Sección

de Ia Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía

Metropolitana emite la Resolución de 19 de abril de 2021 , acluación demandada,

a través de la cual ordenó aplicar sanción disciplinaria al funcionario JAMES OMAR

CABRERA HERRERA como Fiscal de Circuito en la Unidad en Delito Comunes de

la Sección de lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía Metropolitana,

con suspensión del cargo público que ocupa, por un lapso de dos (2) días, sin goce

de salario, de acuerdo a lo establecido en el artículo 60 numeral 4 de la Ley I de 6

de enero de 2009, por haber incurrido en la infracción del régimen disciplinario de

incumplimiento de sus deberes, como lo refiere el artículo 56 numeral 1 y 10, de la

Ley 1 de 6 de enero 2009, que instituye la Carrera del Ministerio Publico y Deroga

y Subroga disposiciones del Código Judicial.

Ahora bien, ha de tenerse en cuenta que de acuerdo con la antes referida

Ley, el régimen disciplinario del Ministerio Público "tiene como propósito asegurar

el buen funcionamiento de la lnstitución mediante normas que permitan elevar el

rendimiento y garantizar que la conducta de sus servidores sirva a los fines de la

administración" (art. 58). Para tal efecto, la ley establece que el procedimiento

disciplinario es el "conjunto de actuaciones establecidas en esta Ley para la

investigación y sanción de las faltas y prohibiciones en las que incurran los

servidores de la lnstitución "(art. 7 numeral 27).

*
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Según la citada Ley Sanción Disciplinaria puede conceptuarse como las

medidas de carácter administrativo que se ¡mponen a un servidor por la comisión

de una o más faltas, cumpliendo el procedimiento establecido en la presente Ley.

De igual forma, el artículo 59 de dicha excerta señala que los servidores del

Ministerio Público que incurran en alguna de las causales contempladas en la

normativa de la institución, serán sujeto de sanción, previo cumplimiento del

procedimiento disciplinario previsto en la ley (art. 7 numeral 29).

Así entonces, hemos de señalar que las sanciones aplicables, de

conformidad con el artículo 60 lex cit son en orden de gravedad:1) amonestación

verbal, 2) amonestación escrita, 3) suspensión del cargo por un lapso no mayor

de quince días, sin derecho a goce de salar¡o; y 4) destitución.

Como puede apreciarse, la aplicación de una u otra sanción (de las descritas

en el artículo 60 lex cit) depende de la gravedad de la falta incunida. Para tal efecto,

conforme a la Ley 1 de 2009 la autoridad debe determinar, entonces, si el agente

está incurso en una conducta que implique el incumplimiento de un deber, si ha

incurrido en alguna prohibición o si se configura alguna de las causales

contempladas en el régimen disciplinario previsto en la normativa de la institución

(art. 7 numeral l9).

Así tenemos que debe ponderarse si la acción disciplinaria que le fue

imputada a JAMES OMAR CABRERA HERRERA corresponde con alguno de los

supuestos que conf¡guran la comisión de una falta sancionable de acuerdo a la

normat¡va del Ministerio Público, y si, por consiguiente, tal conducta es acreedora

de la sanción impuesta y si se cumplieron con los presupuestos del debido proceso.

En ese sentido, se observa que el procedimiento disciplinario previsto en la

Ley 1 de 2009, contempra que ra fase de investigación corresponde ar consejo

Disciplinario de la Procuraduría General de la Nación (art. 62), ente conformado por

el secretario General (quien lo presidirá), el secretario Administrativo, el Director de

Recursos Humanos, el secretario de Asuntos Legales y de un representante de los

demás servidores de la lnstituc¡ón (art. 63).

v
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A dicho Consejo Disciplinario le compete, entonces, el desarrollo de una fase

de investigación en la que deberá, según lo dispone el artículo 64 de lo siguiente:

1) determinar la existencia de los hechos que constituyen la falta disciplinaria;

2) poner en conocimiento del servidor investigado los antecedentes del caso,

con el objeto de que presente sus descargos y proponga las pruebas que considere

pertinentes,

3) la práctica de pruebas;

4) receptar la presentación de alegatos; y

5) agotada la investigación, entregar a la autoridad nominadora el informe

correspondiente, en el que determinará la comisión o no de la falta disciplinaria por

parte del serv¡dor.

Del expediente judicial se evidencia que la sanción impuesta se da por la

desatención de sus funciones como Fiscal de Circuito, según lo establecido en el

numeral 4 de la Ley 't de 6 de enero de 2009, por haber incurrido en infracción del

régimen disciplinario de incumplimiento de sus deberes, como lo establece el

artículo 56, numeral I y 10 de la Ley 1 de 6 de enero de 2009, consistente en la falta

de trámite, término de investigación, vencido para la presentación del escrito de

acusación, la falta de comunlcación del cierre de investigación de las carpetas bajo

su cargo y la existencia de documentos descritos como adiciones, sin brindarle el

trámite correspondiente.

Lo anterior porque el Consejo llega a la conclusión de lo siguiente:
"Así las cosas, conforme a los hechos investigadas al Fiscal Cabrera,

se centran en ra ex¡stencia de carpetas con er prazo d:e investigac¡on vencioo,sin presentarse acusación o ra soricitud de sobreseimientol 
"usenci" 

ááitrámite procedimentar de comunicac¡ón der ciene ae investigaci¿n a raspartes; ra farta de creat¡vidad procesar en carpetas y mantener sin trámiteaproximadamente quinientas (5OO) adiciones; ioda vez que, con respecto atas tres asistencias jurídicas, estai mantenían i", oiiig"ntir, á" ¡gJ-* -

*

Con relación a lo antes señalado, se estableció que ocho (g) de lasdiez (10) carpetas iniciates, est-aban venciáá., .r-O""irü" .tguna; toda vezque, sobre ta causa 201800049964a, no se te pr"áááiiór¡, et venc¡mientoat Fiscat cabrera, ya que esta na¡ia venc¡oo el ié o-.it"üril, cuando a ét sela as¡gnaron el 25 de el mismo mes. Amén Oe 
""to, "i 

Fiscal Cabrera,tampoco reat¡zó gestión tuego de asumirta corio-;i;;;" ro reconoce,
:§g?:do que desconocía qüe oi"na .";;J;;;;tr"i"" 

" ,, carso; sinembargoi dicha carpeta estaba en su plataforma.
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De estas ocho (8) carpetas, cuatro (4), no tenían trámite del Fiscal
Cabrera, siendo los números 201900070166, 201900077389,
201800019817 y 201900030665; mientras que otras tres (3) mantenían poca
actividad investigativa, las números 201900070982; 201800034459 y
20r70000969.

La Ausencia de las acciones legales pertinente dentro de las referidas
carpetas de investigación penal, denotan claramente el incumplim¡ento de
los deberes fiscales por parte del licenciado James Cabrera Herrera,
señalados en el artículo 220, numeral 4 de la Constitución Polít¡ca de
Panamá; como también los artículos 15, 68, '1 10, 149, 272,273 y 276 del
procedim¡ento penal".

Es sobre la base de lo anterior y entre consideraciones, no menos

importantes, que la Sala ha de acoger lo decidido en la actuac¡ón demandada, toda

vez que, tal como bien lo señala dicho Consejo se pudo determinar en la

investigación una desatención, falta de cuidado y gest¡ón del Fiscal JAMES OMAR

CABRERA HERRERA, que durante el tiempo en que tuvo a su cargo el trámite de

las carpetas anal¡zadas, se evidenció que transcurrió un tiempo considerable, sin

que se realizaran las gestiones pertinentes, afectando la fluidez de las

investigaciones.

Es a razón de lo anterior, que le fue aplicada la medida disciplinaria

de suspensión del cargo que hoy nos ocupa, pordos (2) días sin derecho a goce de

salario, en atención a que el funcionario en efecto desatend¡ó lo dispuesto en el

artículo 60, numeral 4 de la Ley 1 de 6 de enero de 200g, tras haber incurrido en

infracción del régimen disciplinario de incumplimiento de sus deberes, como lo

establece el artícuro 56 numeral 1 y 10, de ra Ley I de 6 de enero de 200g, que

instituye la carrera del Ministerio público y Deroga y subroga disposiciones del

código Judicial, por ra que er acto acusado de iregar consideramos se ajusta a ras

disposiciones estabrecidas para tares efectos. Tares disposiciones señaran

textualmente así:

,,Artículo 
56. I os servidores del Ministerio público tendránlos siguientes deberes:

1. Desempeñar las funciones que les sean asignadascon la intensid-ad, cuidado V 
, 

"n"i"na¡" 
que seancompatibles con sus aptitude. V ór"pri""¡On, en et tiempoy lugar estipulados.

-10- Los demás que les impongan la Constitución política,
la ley y los reglamentos.

tu-9,



Finalmente, Ia Sala desea señalar también, que, luego de revisar el los

antecedentes administrativos, consideramos que la autoridad cumplió con el

procedimiento de la fase de investigación, así como también atendió el resto de

formalidades establecidas para la buena marcha del procedimiento sancionador,

pudiéndose corroborar que el Fiscal JAMES OMAR CABRERA HERRERA,

contrario a lo señalado por este, tuvo en la oportunidad de presentar sus descargos,

pudiendo ejercer su derecho a la defensa; por lo que consideramos que no le asiste

la razón a la demandante respecto a sus pretensiones ensayadas, y que la sanc¡ón

contenida en la resolución impugnada de igual manera se ajusta a lo establecido en

el numeral 4 del artículo 69 de la Ley 'l de 2009, que a la letra dice:

"AÉ¡culo 69. Causales de suspensión. Son causales de
suspensión temporal las siguientes:
'1. ..
2. ...

3.

1- , ., . . , lncumplir con algún deber o incunir en alquna
Rlontorcron 

contemplada en esta Ley o en el Código proásat
t.enar y que no tenga señalado otro t¡po de sanción.
5. ..

6.

Por ras consideraciones anteriores, esta sara concruye que ra Resoruc¡ón de
19 de abrir de 2021 , que resuelve apricar suspensión der cargo púbrico, por un rapso
de dos (2) días, sin goce de sarario, no es vioratoria de ras disposiciones regares
citadas por er demandante, contrario a ero, ras actuaciones y omisiones der señor
Fiscal, se alejan del buen deber y funciones que ha de desempeñar, tal qmo lOestablece er numerar l der artícuro 56 de ra Ley I de 6 de enero de 200g, el cuarguarda relación con er deber que tienen ros serv¡dores der Ministerio púbrico, dedesempeñar ras funciones que re sean asignadas con Ia intensidad, cuidado y

,, )y
"Artículo 60. Tipos de sanciones disc¡pl¡nar¡as. Las
sanc¡ones disciplinarias de acuerdo con el orden de
gravedad de la falta, son las siguientes:
'I . Amonestación verbal
2. Amonestac¡ón escrita
3. Suspensión del cargo por un lapso no
mayor de quince días, sin derecho a goce de salario.
4. Destitución."
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ef¡c¡encia que sean compatibles con sus aptitudes y preparación, en el tiempo y

lugar estipuladas; situación que se configura como una causal de suspensión

temporal del cargo, específicamente la contemplada en el numeral 4 del artículo 69

de la citada excerta legal, la cual se refiere al hecho de incumplir con algún deber o

incurrir en alguna prohibición contemplada en dicha ley o en el Código Procesal

Penal y que no tenga señalado otro t¡po de sanción.

Em consecuencia este Tribunal procederá a declarar que la actuación

demanda no es ilegal, y procede, por tanto, se dispone a negar las restantes

pretensiones contenidas en la misma.

Por las anteriores consideraciones, la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo de la Corte Suprema, administrando justicia en nombre de la

República y por autoridad de la Ley, DECLARA QUE NO ES ILEGAL, la Resolución

de 19 de abril de 2021, expedida por la Fiscalía Superior de la Sección de

lnvestigación y Seguimiento de Causas de la Fiscalía Metropolitana, y en

consecuencia, NIEGA las restantes pretensiones contenidas en la

demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción, interpuesta por la

licenciada Susana G. Calderón L., actuando en representación de JAMES OMAR

CABRERA HERRERA.

NOTIFíQUESE,
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